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Resumen. Este capítulo analiza cómo el derecho operacional orienta la planeación y ejecu-
ción de las operaciones militares en Colombia, mediante la articulación de normas consti-
tucionales, el Derecho Internacional Humanitario y las políticas públicas. A partir de una 
metodología cualitativa, se examina la obligación constitucional de las Fuerzas Militares de 
proteger los derechos fundamentales, especialmente en contextos de conflicto armado. Se 
argumenta que las órdenes de operaciones deben fundarse en principios jurídicos claros, legi-
timados por el interés general y orientados a la defensa de la soberanía y del orden constitu-
cional. El texto sostiene que el deber de protección no es solo ético, sino también operativo y 
jurídico, y propone una lectura sistemática del bloque de constitucionalidad y de los manuales 
internos del sector defensa.
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Introducción 
Este capítulo examina cómo el derecho operacional (DOPER) se configura 
como un marco jurídico-administrativo de orden constitucional y axio-
lógico que orienta el desarrollo de las operaciones militares en Colombia, 
para lo cual integra el Derecho Internacional Humanitario (DIH), el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y las obligaciones internas 
derivadas de la Constitución. Se argumenta que el deber de protección de 
los Derechos Humanos por parte de las Fuerzas Militares no solo emerge 
como una responsabilidad ética y jurídica, sino también como un mandato 
operativo que se traduce en decisiones estratégicas, tácticas y administrativas, 
formalizadas a través de políticas públicas, planes de campaña y órdenes de 
operaciones. 

Desde una metodología cualitativa aplicada al análisis jurídico y docu-
mental, se examinan tres niveles de desarrollo: el fundamento constitucional 
y legal del deber de protección, la estructura de planificación estratégica del 
sector defensa y la instrumentación de este deber a través de órdenes de opera-
ciones. Este abordaje busca demostrar cómo el aparato militar colombiano 
se articula como un sistema de ejecución legal y legítimo frente a amenazas 
que afectan el goce efectivo de los derechos fundamentales en el territorio 
nacional. De esta manera se responde al interrogante: ¿Cómo el DOPER esta-
blece un marco jurídico a través de la articulación de políticas y planes para 
el desarrollo de las operaciones militares frente al deber de protección de los 
Derechos Humanos en Colombia?

Seguridad y deber de protección de los Derechos 
Humanos: fundamento constitucional y jurídico                
del papel de las Fuerzas Militares
La seguridad es una condición esencial para el ejercicio de los derechos funda-
mentales en cualquier Estado. Sin embargo, las definiciones de seguridad son 
tan amplias como ambiguas, por lo cual, como marco general del concepto 
específico de seguridad nacional, este documento toma como referencia una 
definición que aborda en un gran sentido lo que el concepto amerita en torno 
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a las obligaciones de las autoridades, de acuerdo con la noción elaborada por 
Eduardo Munilla (1984), quien la define de la siguiente manera: 

Aquella situación de la vida de la nación en la que se encuentra protegida 
contra las agresiones o amenazas a la soberanía y a la integridad del territorio 
y de sus habitantes; una situación de protección ante los atentados contra el 
normal ejercicio de la autoridad contra el funcionamiento adecuado de las 
instituciones; y una situación en la que, tanto las actividades públicas como 
privadas, pueden llevarse a cabo sin obstáculos para alcanzar los más altos 
niveles de paz, con libertad y prosperidad en todos los órdenes. (p. 3.1)

Por su parte, en el Estado colombiano esta noción ha adquirido una 
connotación constitucional que vincula directamente a las Fuerzas Militares 
para el respeto, la protección y la garantía de los derechos y las libertades 
fundamentales consagrados en el artículo 2.° de la Constitución Política. Esta 
disposición establece que uno de los fines esenciales del Estado es garan-
tizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, protegiendo a todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. Esto impone una 
obligación directa a las Fuerzas Militares, al constituirse en brazo ejecutor de 
la autoridad legítima del Estado, especialmente en contextos donde impera la 
violencia armada organizada o el desbordamiento de los instrumentos civiles 
de seguridad y justicia.

De manera más específica, el artículo 217 de la Constitución, en virtud 
del artículo 2.°, les señala una misión expresa al establecer que la Nación 
tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes, encargadas de 
garantizar la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional 
y el orden constitucional. No obstante, estos postulados pareciesen etéreos 
si no se considera que, en una concepción práctica, la misión de las Fuerzas 
Militares no se limita a la defensa frente a amenazas externas, sino que 
incluye de manera expresa la defensa del orden constitucional, el cual se 
fundamenta, precisamente, en el respeto a los Derechos Humanos, en el 
principio de dignidad humana, en la prevalencia del interés general y en la 
participación ciudadana, entre otros valores superiores (Corte Constitucional, 
C-225/95).
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Frente a la protección de los Derechos Humanos, debe considerarse 
también que estos no solo se circunscriben a los derechos reconocidos en 
la Constitución, sino que el bloque de constitucionalidad, consagrado en el 
artículo 93, integra al ordenamiento interno los tratados y convenios inter-
nacionales ratificados por Colombia en materia de Derechos Humanos y 
DIH. En ese sentido, las obligaciones internacionales, como los Convenios 
de Ginebra de 1949 (CICR, 1949), los Protocolos Adicionales de 1977 (CICR, 
1949), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (OEA, 1969), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1996) y otros 
instrumentos internacionales, se convierten en normas vinculantes para el 
actuar del Estado colombiano y sus órganos, incluidas las Fuerzas Militares. 
Es decir, el Estado colombiano hoy ha reconocido una serie de derechos que 
no solo se derivan de la Constitución en sí misma, sino también de los dife-
rentes instrumentos internacionales ratificados por Colombia.

Por lo anterior, la Corte Constitucional ha sostenido que el bloque de 
constitucionalidad tiene efectos normativos plenos, y en particular ha esta-
blecido que las Fuerzas Militares deben someter sus actuaciones a las normas 
internacionales, incluso en tiempos de conflicto armado o estados de excep-
ción. En la Sentencia C-578 de 1995, por ejemplo, se afirmó que el respeto 
de los Derechos Humanos constituye un límite material a la declaratoria y 
la ejecución de los estados de excepción, y por tanto vincula también a las 
instituciones militares.

Frente a las obligaciones que corresponden a las Fuerzas Militares, en 
virtud de todos los derechos reconocidos por el Estado colombiano, la Corte 
Constitucional, en sentencia SU 1184 de 2001, ha señalado que la defensa 
de los derechos no se limita únicamente a la abstención estatal en violarlos, 
sino que

comporta, como se ha indicado, enfrentar a los agresores de tales derechos. 
La existencia de Fuerzas Armadas se justifica por la necesidad de asegurar, 
más allá del mandato normativo, la eficacia de los derechos. En este sentido, 
el uso de la fuerza es obligatoria […] frente a quienes no tienen intención 
de respetar los derechos de las personas y no están dispuestas a cumplir el 
mandato normativo. Dicho uso de la fuerza únicamente está legitimado para 
las Fuerzas Armadas del Estado, pues la estructura social deposita en ellas 
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el monopolio del uso de las armas y, por lo mismo, la tarea de defender, 
mediante su utilización, los derechos.

Estas consideraciones contrastan en el mismo sentido frente a la protec-
ción de los derechos y la obligación de las Fuerzas Militares abordada por la 
Corte Constitucional desde las sentencias C-251 de 2002 y C-038 de 1995, 
respectivamente: 

Es claro que en cumplimiento de su función primigenia de proteger a la pobla-
ción (C.N. art. 2.º), la fuerza pública debe desplegar sus actividades con la 
firmeza y la contundencia adecuadas para someter a quienes subvierten el 
orden constitucional y desafían el principio democrático, según el cual se 
confía al Estado el monopolio del uso legítimo de las armas. […]. El derecho 
solo puede asegurar al individuo una esfera de libertad y protección contra la 
violencia a condición de reprimir, incluso con la fuerza, aquellas actividades 
violentas de los demás individuos que vulneran esa órbita de libertad.

En el contexto de las operaciones militares, este marco normativo cons-
titucional ha sido sistematizado por el Comando General de las Fuerzas 
Militares a través del Manual de Derecho Operacional FF.MM. 3-41 Público 
(Comando General de las Fuerzas Militares [COGFM], 2015). Este docu-
mento define el DOPER como el conjunto normativo que regula la planea-
ción, la ejecución y la evaluación de las operaciones militares, integrando 
el DIH, el DIDH y las normas internas del derecho administrativo, penal y 
disciplinario. De acuerdo con este manual, la función militar no puede ser 
desarrollada de manera autónoma frente al derecho, sino que se encuentra 
sujeta a criterios constitucionales para el empleo de la fuerza y la protección 
de la población civil.

Asimismo, el principio de supremacía del poder civil refuerza el carácter 
subordinado de las Fuerzas Militares a los órganos democráticos y constitu-
cionales. En este marco, la función de las autoridades civiles no solo consiste 
en controlar a las Fuerzas Militares, sino también en establecer directrices 
de política pública que deben ser observadas por estas. Tal es el caso de las 
políticas sectoriales en materia de seguridad y defensa nacionales emitidas 
por el Ministerio de Defensa Nacional, las cuales se desprenden de los obje-
tivos en materia de seguridad previstos en el Plan Nacional de Desarrollo, 
que a su vez establece criterios normativos, doctrinales y operacionales para 

http://FF.MM
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asegurar la protección de los Derechos Humanos a través del desarrollo de 
operaciones militares.

Respecto a la dimensión internacional, el deber de protección se ha 
hecho visible en contextos de cooperación multilateral. Las operaciones 
de mantenimiento de paz, las acciones conjuntas contra el crimen transna-
cional y la participación en ejercicios combinados con fuerzas aliadas han 
exigido a Colombia alinear sus doctrinas con estándares internacionales de 
conducta militar. Al respecto es importante mencionar que organismos como 
Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos (OEA) y el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR, 2012) han reconocido los avances de 
Colombia en la incorporación de estos estándares, particularmente a través 
del enfoque de Derechos Humanos en el planeamiento operacional.

También el CICR (2012) destaca en diferentes documentos que el 
mantenimiento de la ley y el orden es una responsabilidad de las autoridades 
civiles y una tarea específica que le corresponde a la Policía Nacional. Por 
su parte, la función normal de las Fuerzas Militares de un Estado es defender 
el territorio nacional contra las amenazas externas y afrontar situaciones 
de conflicto armado, sean de índole internacional o no internacional. No 
obstante, en algunas ocasiones las Fuerzas Militares pueden prestar asistencia 
a las autoridades civiles para hacer frente a niveles de violencia más bajos, 
que pueden caracterizarse como disturbios internos y otras situaciones de 
violencia (CICR, 2015, p. 6). Tal es la situación de Colombia, en donde desde 
hace más de seis décadas persiste una situación de conflicto armado no inter-
nacional, en el cual las Fuerzas Militares deben enfrentar a Grupos Armados 
Organizados. Pero además, de acuerdo con las diferentes políticas y en aras 
de garantizar la seguridad y la protección de los derechos de las comuni-
dades, se recurre cada vez con mayor frecuencia al empleo de las Fuerzas 
Militares para enfrentar diferentes situaciones de violencia que no forman 
parte del conflicto armado, pero que requieren una atención en las regiones 
debido a las amenazas que representan para la población. 

En síntesis, el fundamento constitucional y jurídico del deber de protec-
ción por parte de las Fuerzas Militares se basa en un entramado normativo 
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robusto que combina el orden interno, los tratados internacionales, la juris-
prudencia constitucional y la doctrina militar. Este marco obliga a las Fuerzas 
a actuar de acuerdo con parámetros de legalidad, responsabilidad y huma-
nidad, en defensa del orden constitucional, pero también de los derechos de 
todas las personas, incluso en contextos de conflicto armado o amenazas de 
diferentes índoles. Por lo tanto, fortalecer esta cultura jurídica es, hoy más que 
nunca, una condición indispensable para la legitimidad del Estado.

Articulación de políticas, planes y órdenes de 
operaciones en virtud del deber de protección 
La evolución del conflicto armado colombiano, caracterizado por la multi-
plicidad de actores armados ilegales, ha exigido un esfuerzo significativo del 
Estado para articular respuestas que enlacen eficacia operativa con legitimidad 
jurídica. En este contexto, el deber de protección de los Derechos Humanos 
por parte de las Fuerzas Militares ha dejado de ser una noción abstracta para 
transformarse en un mandato normativo, estructurado y funcional dentro del 
DOPER. Este marco jurídico-administrativo no solo encuadra la legalidad del 
uso de la fuerza, sino que además vincula dicho uso a políticas públicas, 
planes estratégicos y órdenes operativas que integran principios del DIH, 
del DIDH y de la Constitución Política de Colombia (Ejército Nacional de 
Colombia, 2017c).

La articulación de políticas, planes y órdenes constituye el núcleo opera-
tivo del deber de protección de los Derechos Humanos dentro del DOPER 
colombiano. Las Fuerzas Militares no pueden actuar por iniciativa propia, 
sino que antes de cualquier acción deben cumplir una serie de fases, las 
cuales generan a su vez actos administrativos de cumplimiento para poder 
ejecutar las operaciones militares. Estos instrumentos surgen desde el nivel 
político, ya que el Presidente de la República es el Comandante Supremo 
de las Fuerzas Armadas de la República y, como tal, dirige la fuerza pública 
y dispone de ella, directamente o por conducto del Ministro de Defensa 
Nacional (COGFM, 2015, p. 12).
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Figura 1. Alineación estratégica de políticas, planes y órdenes de 
operaciones
Fuente: Elaboración propia con base en el Manual de Derecho Operacional de las Fuerzas 
Militares (FF.MM. 3-41) (COGFM, 2015).

De acuerdo con la doctrina militar vigente, existen tres niveles de 
planeamiento: estratégico, operacional y táctico (figura 1), los cuales son 
un marco para definir y clarificar la relación entre objetivos nacionales, 
el enfoque operacional y las tareas tácticas. De acuerdo con el escalón se 
establecen objetivos y se realizan planeamientos que, en función de cada 
nivel, producen planes u órdenes de operaciones según corresponda (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017a, p. 69).

Así las cosas, en el nivel estratégico se establecen los objetivos nacio-
nales. Como su nombre indica, se maneja la estrategia, de modo que forman 
parte de este nivel el Presidente de la República y el Ministro de Defensa —
quienes producen la Política de Defensa y Seguridad Nacional—, así como 
el Comandante General de las Fuerzas Militares, quien es el responsable 
de emitir el Plan de Campaña Estratégico Conjunto (Ejército Nacional de 
Colombia, 2017b).

Por su parte, en el nivel operacional se planean, conducen y sostienen 
las campañas y operaciones mayores para cumplir los objetivos estratégicos 
dentro de teatros u otras áreas operacionales. En este nivel se encuentran los 
comandantes de Comando Conjunto, así como los comandantes de Fuerza 
(Ejército Nacional, Armada Nacional y Fuerza Aeroespacial), quienes son 
los responsables de emitir los Planes de Campaña, los Planes y Órdenes de 
Operaciones (Ejército Nacional de Colombia, 2017b).

http://FF.MM
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El último nivel es el táctico, en cual se planean y ejecutan batallas y 
encuentros para cumplir objetivos militares asignados a unidades tácticas 
o fuerzas de tarea. Forman parte del escalón táctico las unidades del nivel 
equipo de fuego, tripulación, escuadra, sección, pelotón, compañía, batería, 
escuadrón, destacamento y equipo de combate; batallón, grupo y fuerza de 
tarea; brigadas, equipos de combate de brigada y regimientos, y divisiones. 
Estos escalones producen planes y órdenes de operaciones (Ejército Nacional 
de Colombia, 2017b).

La articulación jerárquica de estos tres instrumentos normativos (polí-
ticas, planes y órdenes) constituye la principal vía para cumplir con el deber 
de protección frente a las diferentes amenazas a la seguridad, como lo son el 
accionar delictivo de grupos armados organizados, la delincuencia organi-
zada y demás situaciones de violencia. Desde la expedición del Plan Nacional 
de Desarrollo concebido como el Plan de Acción Nacional, hasta la emisión 
de una orden de operación por un batallón, se configura una arquitectura 
normativa donde el DOPER sirve como herramienta de legalidad, control y 
legitimidad en la conducción de la guerra (Von Der Groeben, 2011).

Tal como lo señala Ballesteros (2016), hoy por hoy los Estados estruc-
turan estrategias de seguridad nacional desde el más alto nivel político para 
responder a las exigencias de un entorno nacional e internacional globali-
zado y dinámico. En el caso colombiano, el marco normativo y doctrinal 
establece una relación jerárquica entre los distintos niveles de planeación: 
el Plan Nacional de Desarrollo (PND), formulado desde la Presidencia de 
la República, que fija los objetivos generales del Estado, entre ellos, los rela-
cionados con la seguridad nacional. Estos objetivos son desarrollados por el 
Ministerio de Defensa Nacional mediante la formulación de la Política de 
Seguridad y Defensa, que orienta la acción de las Fuerzas Militares en sus 
dimensiones estratégica, operacional y táctica (Ley 489 de 1998).

A partir de esta política de la cartera de Defensa, el Comando General 
de las Fuerzas Militares elabora el Plan de Campaña Estratégico Conjunto, 
que define líneas de acción, áreas de responsabilidad y prioridades institucio-
nales. Este documento guía es desarrollado en forma descendente a través de 
los Planes de Campaña emitidos por los Comandos de Fuerza o Comandos 
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Conjuntos, los cuales definen los objetivos militares específicos por regiones, 
amenazas y recursos disponibles (Ejército Nacional de Colombia, 2017b). 
Finalmente, en el nivel táctico, los comandantes de división, brigada o bata-
llón elaboran Órdenes de Operaciones (ORDOP), que es el documento 
jurídico administrativo que pone en funcionamiento las capacidades de las 
unidades militares para el cumplimiento de una misión específica. 

En los sistemas contemporáneos de planeación y conducción estra-
tégica de la defensa, las ORDOP emitidas por las unidades tácticas de las 
Fuerzas Militares, es decir, las divisiones, brigadas y batallones, cumplen una 
función fundamental como mecanismos de ejecución operativa de las polí-
ticas públicas de seguridad y defensa. Estas órdenes, que constituyen actos 
administrativos con efectos jurídicos y operacionales, permiten la traducción 
concreta de los objetivos establecidos en el nivel político-estratégico hacia 
el nivel táctico, de tal manera que garantizan la coherencia, la legalidad y la 
eficacia en la acción militar.

La ORDOP también funciona como mecanismo de control legal interno 
y de rendición de cuentas, pues es revisada por auditores, entes de control 
y organismos internacionales en misiones de verificación o cooperación. En 
este sentido, no se trata de un documento técnico aislado, sino de un acto 
administrativo con efectos jurídicos que condiciona la legalidad de cada 
acción emprendida por las tropas en terreno (Sentencia C-578 de 1995).

La articulación entre estos tres niveles es indispensable para garan-
tizar coherencia normativa y la funcionalidad operativa. Una política que 
promueva la protección de derechos sin un plan de acción militar que la 
traduzca, o una orden táctica que no se enmarque en una estrategia institu-
cional, pone en riesgo la efectividad del deber de protección y abre la puerta 
a infracciones al DIH y al DIDH. Por esta razón, el diseño operacional y 
el proceso militar para la toma de decisiones, que son las metodologías de 
planeamiento para lograr la emisión de una ORDOP, deben incorporar la 
variable jurídica desde su fase inicial, para lo cual debe integrar a los asesores 
jurídicos, los oficiales de operaciones y los comandos en un lenguaje común 
de cumplimiento normativo y eficacia operacional (Cabrera, 2021).
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La orden de operaciones: instrumento jurídico y operativo para 
el cumplimiento del deber de protección
La ORDOP constituye uno de los instrumentos más relevantes en el DOPER, 
pues representa la concreción del deber de protección en los niveles opera-
cional y táctico. Esta herramienta, que conjuga elementos jurídicos, admi-
nistrativos y estratégicos, permite la ejecución de operaciones militares con 
base en un marco normativo que regula el uso de la fuerza, de tal manera 
que asegura su legalidad y legitimidad conforme a los principios del DIH, el 
DIDH y la Constitución Política de Colombia (Ejército Nacional de Colombia, 
2017c).

Desde el punto de vista administrativo, la ORDOP constituye un acto 
reglado que vincula a las unidades militares subordinadas y alinea sus 
acciones con los objetivos estratégicos de la Fuerza. Jurídicamente, es una 
manifestación del principio de legalidad, ya que en ella debe expresarse con 
claridad la base normativa del uso de la fuerza, los límites impuestos por el 
DIH y el DIDH, así como las medidas adoptadas para garantizar la protec-
ción de la población civil y los bienes protegidos (CICR, 2012).

La emisión de las ORDOP por parte de unidades tácticas como divi-
siones, brigadas y batallones representa la culminación de un proceso meto-
dológico conocido en la doctrina como planeamiento militar. Este proceso 
es esencial para asegurar que toda operación militar responda a una lógica 
racional, jurídica y estratégica, articulada con los objetivos superiores de la 
defensa nacional y alineada con el marco de Derechos Humanos y el DIH. 
La emisión de una orden táctica no es una simple disposición operacional: 
constituye el producto final de un proceso de análisis, previsión y decisión 
basado en métodos doctrinalmente sólidos.

De acuerdo con la definición general, el planeamiento puede enten-
derse como un “proceso metodológico de toma de decisiones para alcanzar 
un futuro deseado, teniendo en cuenta la situación actual y los factores 
internos y externos que pueden influir en el logro de los objetivos” (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017b). Troyano Pino (2019) sostiene que el planea-
miento militar está relacionado con una variedad de procesos que abarcan 
desde la determinación de capacidades estratégicas hasta la ejecución táctica 
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de operaciones, pasando por la asignación razonada de recursos humanos y 
logísticos.

En la doctrina de las Fuerzas Militares de Colombia, el planeamiento 
militar se define como el “arte y la ciencia de entender una situación de 
manera prospectiva para visualizar el futuro deseado y trazar formas eficaces 
a fin de conseguirlo” (Ejército Nacional de Colombia, 2017b, p. 55). Esta defi-
nición incorpora tanto el componente creativo como el analítico del proceso 
de planeación. El producto final de este proceso es precisamente una orden 
u ORDOP, que los comandantes transmiten a sus subalternos como instru-
mento jurídico y técnico para el desarrollo de operaciones militares ajustadas 
a los principios de legalidad, proporcionalidad y responsabilidad.

El planeamiento militar moderno, en línea con los estándares de la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN,) se estructura a través 
del enfoque del planeamiento integrado, compuesto por dos fases: el planea-
miento conceptual y el planeamiento detallado. El primero se basa en el arte 
operacional (ARTOP) y busca comprender el ambiente operacional mediante 
un análisis amplio, multidimensional y anticipatorio. El segundo, más técnico 
y prescriptivo, se lleva a cabo a través del Proceso Militar para la Toma de 
Decisiones (PMTD). Según Anderson (1983), este incluye de manera general 
cinco etapas fundamentales: identificación de metas, exploración de cursos 
de acción, predicción de consecuencias, evaluación de alternativas y selec-
ción de la mejor opción (p. 205).

En la doctrina colombiana, el PMTD está definido como “una metodo-
logía de planeamiento cíclico para entender la situación y la misión, desarro-
llar cursos de acción, seleccionar el más oportuno y producir un plan u orden 
de operaciones” (Ejército Nacional de Colombia, 2017b, p. 76). El empleo 
consecuente del PMTD permite al Estado Mayor de cada unidad táctica 
garantizar que las órdenes emitidas se basen en una comprensión precisa del 
entorno operacional, considerando aspectos como la presencia de población 
civil, actores armados ilegales y objetivos estratégicos asignados (figura 2). 
Así, la emisión de órdenes de operaciones no solo responde a exigencias 
técnicas, sino también a un mandato de responsabilidad jurídica, política 
y ética que refleja el carácter democrático del poder militar subordinado al 
orden constitucional.
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Figura 2. Proceso Militar para la toma de decisiones
F uente: Elaboración propia con base en Ejército Nacional de Colombia (2017b). 

En este proceso, la figura del asesor jurídico operacional (AJOPE) es 
fundamental en el proceso de la emisión de la ORDOP. Su presencia en el 
ciclo de planeación garantiza que la operación propuesta cumpla con los prin-
cipios de distinción, proporcionalidad, necesidad y precaución. El concepto 
jurídico que emite se integra a la ORDOP como anexo vinculante, siendo 
obligatorio su cumplimiento por parte de todos los miembros de la unidad 
militar responsable de la ejecución. Este concepto, además, constituye una 
salvaguarda institucional frente a eventuales investigaciones penales, disci-
plinarias o administrativas, al demostrar que se evaluaron adecuadamente los 
aspectos legales de la operación (Von Der Groeben, 2011). 
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Según el MFRE 6-27, el AJOPE tiene la responsabilidad de emitir conceptos 
jurídicos previos, revisar las órdenes de operaciones, participar en la planea-
ción y velar por que las decisiones del mando estén alineadas con el marco 
legal. Esta función no es opcional, sino obligatoria en todas las operaciones de 
las Fuerzas Militares, y su incumplimiento puede derivar en sanciones admi-
nistrativas y penales para los comandantes y responsables de las unidades. El 
AJOPE, entonces, opera como una garantía institucional de legalidad, y como 
un puente entre el derecho y la táctica militar (Ejército Nacional de Colombia, 
2017c).

La  estructura típica de una ORDOP incluye cinco párrafos: 1) situa-
ción, 2) misión, 3) ejecución, 4) administración y logística, y 5) comando 
y control. A estos se agregan los anexos jurídicos, operacionales y técnicos. 
En el párrafo de ejecución se deben especificar las Reglas de Enfrentamiento 
(ROE, por su sigla en inglés, Rules of Engagement) y las Reglas para el Uso 
de la Fuerza (RUF), alineadas con el entorno operacional. Este entorno puede 
ser de conflicto armado, de mantenimiento del orden público o una situación 
híbrida, lo cual condiciona el marco normativo aplicable (Cabrera, 2021).

Las  ROE constituyen las directrices que regulan cuándo, dónde y cómo 
puede emplearse la fuerza. Deben estar redactadas con base en la misión 
asignada, los principios del DIH y las restricciones derivadas del DIDH. 
Además, las ROE precisan los niveles de uso de la fuerza autorizados, los 
procedimientos de advertencia, las armas permitidas y los mecanismos de 
reporte. Su inclusión en la ORDOP garantiza que el personal militar actúe 
conforme a una guía previamente definida, reduciendo la discrecionalidad y 
mejorando la rendición de cuentas (Ejército Nacional de Colombia, 2017c).

Además del componente normativo, la ORDOP debe contemplar un 
enfoque diferencial. Esto implica identificar población vulnerable (niños, 
mujeres, comunidades étnicas, etc.), definir zonas protegidas (hospitales, 
escuelas, lugares de culto, etc.) y establecer mecanismos para la protección 
del personal humanitario y los periodistas. Este enfoque ha sido reforzado por 
la Política Integral de Derechos Humanos y DIH del Ministerio de Defensa 
Nacional (2008), la cual exige a las unidades militares integrar la variable 
humanitaria en todas las fases del planeamiento operacional.
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En términos jurisprudenciales, la Corte Constitucional ha reconocido 
la validez jurídica de las ORDOP como actos administrativos de ejecu-
ción, cuyo contenido puede ser objeto de análisis judicial en caso de que se 
deriven violaciones a Derechos Humanos. En la Sentencia C-578 de 1995 se 
determinó que las Fuerzas Militares deben actuar de acuerdo con parámetros 
de razonabilidad, legalidad y control, incluso en operaciones contra actores 
armados ilegales. Esta jurisprudencia ha sido clave para reforzar la dimensión 
jurídica del mando militar y la necesidad de fundamentar cada acción opera-
tiva (Sentencia C-578 de 1995).

Los estudios doctrinales recientes han planteado que una ORDOP bien 
formulada no solo evita abusos, sino que mejora la eficacia de la operación. 
Al reducir la ambigüedad, se fortalecen las condiciones para la obediencia 
legítima, se clarifican los objetivos y se disminuyen los riesgos de responsabi-
lidad para los comandantes. En esta línea, el Centro de Doctrina del Ejército 
ha promovido cursos de formación y diplomados en DOPER con el fin de 
capacitar a los planificadores en la redacción jurídica de las ORDOP (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017c).

En conclusión, la ORDOP es un instrumento esencial en el DOPER 
porque concreta normativamente el deber de protección de los Derechos 
Humanos en el nivel táctico operativo. Su eficacia depende de la integración 
de principios jurídicos, criterios técnicos y mecanismos de control. En un 
contexto de amenazas de diferente índole, su correcta elaboración consti-
tuye una garantía para la legitimidad de la fuerza pública y para la protec-
ción efectiva de la población civil. La consolidación de una cultura operativa 
basada en la legalidad es, por tanto, un imperativo ético, jurídico y estratégico 
para las Fuerzas Militares de Colombia.

Conclusiones 
El marco constitucional colombiano establece que la misión de las Fuerzas 
Militares no se limita a funciones defensivas tradicionales, sino que incluye 
el deber jurídico de garantizar los derechos fundamentales de la población, 
incluso en contextos de confrontación armada. A través de los artículos 2, 93 
y 217 de la Constitución, y del bloque de constitucionalidad que incorpora el 
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DIDH y el DIH, se configura una obligación positiva del Estado de proteger 
la vida, la integridad y la dignidad humana. Esta responsabilidad exige del 
aparato militar un comportamiento regido por la legalidad, la proporciona-
lidad y la subordinación al poder civil, lo cual constituye un pilar para la 
legitimidad del uso de la fuerza en operaciones.

El DOPER permite traducir este mandato constitucional en disposiciones 
operativas concretas. Al consolidarse como un marco axiológico y jurídico, 
asegura que las decisiones tácticas y estratégicas se ajusten a los principios 
de necesidad, distinción y precaución. La incorporación sistemática del prin-
cipio pro homine y del enfoque de derechos humanos en el entrenamiento 
y el planeamiento militar transforma la naturaleza del mando, por cuanto 
orienta su función no solo al éxito operacional, sino también a la garantía 
de la legalidad. Esta evolución doctrinal ha permitido al Estado colombiano 
responder a amenazas complejas sin perder de vista el respeto por el Estado 
de Derecho y la dignidad de la persona.

La articulación jerárquica entre las políticas de defensa, los planes estra-
tégicos y las órdenes de operaciones constituyen un sistema normativo-opera-
tivo que viabiliza el cumplimiento real del deber de protección en las Fuerzas 
Militares de Colombia. Esta cadena de planificación garantiza coherencia 
entre los objetivos políticos del Estado y las acciones militares en terreno. La 
existencia de instrumentos como la Política Integral de Derechos Humanos 
y DIH , el Plan de Campaña Estratégico Conjunto y las órdenes emitidas por 
los comandos en el nivel táctico demuestra que el aparato militar colombiano 
no actúa de forma aislada, sino conforme a una lógica integrada de legalidad, 
eficacia y control institucional.

El DOPER cumple una función de bisagra en esta estructura, al permitir 
la traducción normativa de principios constitucionales y humanitarios en 
directrices prácticas para la acción militar. Gracias a este enfoque, el planea-
miento operacional no se limita a una visión técnica de la guerra, sino que 
incorpora dimensiones jurídicas, sociales y éticas. La participación del AJOPE 
en todas las fases del proceso de planeamiento, así como la inclusión de 
conceptos jurídicos en las órdenes, consolidan un modelo institucional de 
seguridad humana donde la protección de la población civil no es un efecto 
colateral, sino una misión central.
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La ORDOP constituye el instrumento mediante el cual se materializa, 
con efectos jurídicos vinculantes, la voluntad del comandante en la ejecu-
ción de operaciones militares conforme al DOPER. Lejos de ser un simple 
documento táctico, la ORDOP es un acto administrativo y jurídico que 
define las condiciones del uso de la fuerza, establece reglas claras (ROE y 
RUF) y formaliza el cumplimiento del deber de protección. Su estructura 
exige la inclusión de anexos jurídicos, la protección diferenciada a la pobla-
ción civil y mecanismos de rendición de cuentas, gracias a lo cual se trans-
forma en un verdadero escudo legal para las tropas y un garante de derechos 
en el terreno.

El diseño y la ejecución de la ORDOP permite al mando militar ejercer 
una conducción legítima de la fuerza, ajustada al principio de supremacía del 
poder civil y al mandato constitucional de respeto a los Derechos Humanos. 
La trazabilidad jurídica de cada operación, desde su planeamiento hasta su 
evaluación, fortalece la transparencia institucional y evita desviaciones del 
marco legal. Además, la correcta aplicación de las ORDOP contribuye a 
prevenir responsabilidades penales y disciplinarias para los comandantes, al 
tiempo que promueve una cultura operacional fundamentada en la legalidad, 
la previsibilidad y el respeto a la dignidad humana como condición necesaria 
para la estabilidad.
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